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19083 RESOLUCION de 31 de mayo de 1984, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, 
por la que se hace pública la sentencia recaída 
en el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por doña Carmen Martín Ballesteros y otros.

limo. Sr.: En ©1 recurso contencioso administrativo interpues­
to por doña Carmen Martín Ballesteros Costea v otros, contra 
Resolución de 1 Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 20 de febrero de 1979, la Sala Segunda de lo 
Contencioso-Administrativa de la Audiencia Territorial de Ma­
drid ha dictado con fecha 11 de febrero de 1984 la sentencia 
cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que, rechazando la causa de inadmisibilidad 
opuesta por la Administración demandada, debemos desestimar 
y desestimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
contra la Resolución desestima ton a presunta del recurso de 
reposición deducido contra la denegación de la petición formu­
lada por los recurrentes; sin hacer imposición expresa de las 
costas causadas en este proceso.»

Y en su vista,
Este Ministerio se ha servicio disponer que se -umpla la 

mencionada sentencia en sus propios términos.
Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 31 de mayo de 1984.

LEDESMA BARTRET

limo. Sr. Director general de los Registros v del Notariado.

MINISTERIO DE DEFENSA

19084 ORDEN 111/00990/1984, de 21 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 de 
marzo de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Rufino Martínez Ca­
brera, Capitán de la Escala Auxiliar en situación 
de retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Rufino Martínez 
Cabrera, quien postula por si mismo, v de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 31 de julio de 1979 y 20 de noviembre 
de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 14 de marzo de 1984, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso contencioso administrativo interpues­
to por don Rufino Martínez Cabrera contra las resoluciones 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mi­
litar de 31 de julio de 1979 y 26 de noviembre de 1080, las 
que anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente 
en cuantía inferior al 90 por 1 • del regulador, debiendo reali­
zarlo en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronuncia­
mientos de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de cos­
tas.

Asi por esta nuestra sentencia, deüni vamente juzgando, lo 
pronunciamos, mam1 amos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1082, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P D., e! Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

19085 ORDEN 111/00994/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 15 de marzo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Ricardo Cuartero García.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 

Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Ricardo

Cuartero García, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandauu, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, comra la resolución del Ministe­
rio de Defensa de 29 de septiembre de 1981, se he. dictado sen­
tencia con fecha 15 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

•Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administrati­
vo interpuesto por don Ricardo Cuartero García, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 29 de septiembre de 1981. 
dictadas en el expediente administrativo a que se refieren estas 
actuaciones, resolución que declaramos conforme a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de costas.

Así ror esta nuestra sentencia, test’ nonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con °1 expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere A artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. L.
Dios guarde a V. E. mucho- años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire

19086 ORDEN 111/00995/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de marzo 
de 1984 en el recurso contencioso-administrativo in- 
terpuesto por doña María Luisa Gil Gómez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña Marfa 
Luisa' Gil Gómez, quien postula por si misma, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa de 9 de diciembre de 1021, se ha dictado sentencia 
con fecha 23 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Desestimamos el recurso con^encioso-administra- 
tlvo interpuesto por doña María Luisa Gil Gómez contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 9 de diciembre de 1981, dic­
tadas en el expediente administrativo a que se refieren estas 
actuaciones, resolución que declaramos conforme a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984 —P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pai arés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19087 ORDEN 111/00996/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 5 de abril 
de 1984 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Miguel Casañ Vidal.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Adiencia Na­
cional, en re partes, de una, como demandante, don Miguel 
Casañ Vidal, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Publica, representaba y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio de 
Defensa de 18 de agosto de 1981, se ha citado sentencia con 
fecha 5 de ábril de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos 1 o haber lugar a las causas de inad­
misibilidad planteadas por el Abogado del Estado y desestima­
mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Miguel Casañ Vidal, en su propio nombre y derecho, contra 
resolución del Ministerio de Defensa de 18 de agosto de 1984, 
dictada en el expediente administrativo a que se refieren estas 
actuacu s, resolución que declaramos conforme a derecho, y no 
hacemos expresa imposición de costas.
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Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de; diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Order del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Persunal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19088 ORDEN 111/00997/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de marzo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Valentín Pérez Arostegui.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Valentín 
Pérez Arostegui, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, '.a Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa do 14 de diciembre de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 23 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a las causas de inad- 
misibindad planteadas por el Abogado del Estado y desestima­
mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Valeniín Pérez Arostegui, en su propio nombre y derecho, contra 
resolución del Ministerio de Defensa de 14 de diciembre de 1981, 
dictada en el expediente administrativo a que se refiere estas 
actuaciones, resolución que declaramos conforme a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de. costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere ei artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente Genera' Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19089 ORDEN 111/00998/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 7 de marzo 
de 1984 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por doña Joaquina Floris Call, viuda de 

don Antonio Escolana Bardají.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia, ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, doña Joaquina 
Floris Cali, viuda de don Antonio Escoiana Bardají, quien pos­
tula por sí misma, y de otra, como demandada, la Administra­
ción Pública, representada y defendida por 1 Abogado del Es­
tado, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 7 de julio 
de 1980 y 21 de enero de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
7 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que, rechazando las causas de inadmisibilidad 
alegadas por el señor Abogado del Estado, debemos desestimar 
y desestimamos el presente recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por doña Joaquina Floris Cali, viuda de don Antonio 
Escoiana Bardají contra resoluciones del Ministerio de Defensa 
de 7 de julio de 1980 y 21 ue enero de 1981, las que declaramos 
ser las mismas ajustadas a derecho, y no hacemos expresa 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento, a la oficina de origen, a los efectos 
legales junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­

fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19090 ORDEN 111/01009/1984, de 24 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 31 de enero 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Martín García, Sargento 
de Infantería y Caballero Mutilado Permanente.

- Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Martín García, quien postula por sí nvsmo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 24 de agosto de 1378 y 31 de diciembre de 
1981, se a dictado sentencia con fecha 31 de enero de 19B4, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos no hater lugar a la causa de inadmi­
sibilidad planteada por el señor Abogado del Estado y desesti­
mamos el recurso contencioso-administrativo promovido por don 
José Martín García, en su oropir nombre y derecho, contra reso­
luciones del Ministerio de Defensa de 24 de agosto de 1978 y 
31 de diciembre de 1981, dictadas por el expediente administra­
tivo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones que decla­
ramos conformes a derecho, y no hacemos expresa imposición 
de costas.

Así r ir esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio d. Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Los que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 24 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario y Director general de Mutilados
de Guerra por la Patria.

19091 ORDEN 111/01045/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional dictada con fecha 5 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Rafael Claver Palo­
mar, Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de ia Audiencia Na­
cional, entre partes, de una como demandante, don Rafael 
Claver Palomar, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por ei Abogado del Estado, contra la Resolución del Minis­
terio de Defensa de 9 de agosto de 1982, sc ha dictado sentencia 
con fecha 5 de diciembre de 1983, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

•Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Rafael Claver Paiomar, en su propio 
nombre y derecho, contra la resolución del Ministerio de De­
fensa de £ de agosto de 1982, desestimataria del recurso de 
reposte, ón promovida frente a la de 25 de mayo de 1981, en 
cuanto por ella, en aplicación a. recurrente de los beneficios 
del Real Decreto-ley 0/1978, se determinó que, de haber conti­
nuado en activo, habría alcanzado por antigüedad el empleo de 
Cabo primero, debemos anuiar y anulamos las expresadas reso­
luciones impugnadas, por su disconformidad a derecho, en cuan­
to a Iq referida determinación y sus consecuencias; fijando 
como tal ei empleo de Capitán, con las consecuencias legales 
inherentes a esta nueva determinación; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales junto con ©1 expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
regu.adora de la Jurisdicción Co tencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me


